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Nos hemos propuesto como objetivo, en la realización de este trabajo, presentar 
la figura del delito denominado violación, 1  cuando quienes figuran como víctima y 
victimario están unidos por vínculo matrimonial. La exposición versará tanto sobre las 
opiniones de los autores, cuanto sobre la jurisprudencia que ha tenido oportunidad de 
pronunciarse sobre este tema, una vez que una situación como ésta se ha judicializado. 
En cuanto a la doctrina relativa al tema, nuestro criterio nos invita a seguir al 
profesor Alfredo Etcheberry, cuyo planteamiento general citamos a continuación: 
“Comete violación el marido que mediante fuerza o intimidación (…) realiza con ella la 
cópula. En definitiva, una persona no puede usar la violencia para el ejercicio de sus derechos.”2 
No podemos negar que la doctrina se ha manifestado con opiniones diversas e 
incluso contrarias entre sí. Es así como, al mismo tiempo que seguimos los conceptos 
vertidos por el profesor Etcheberry, discrepamos de los profesores argentinos Ernesto 
Ure y José Peco, quienes consideran que “En caso alguno el marido podría ser considerado como 
autor de violación de la mujer.”3 
El objetivo principal de nuestro trabajo consiste en verificar la incoherencia que 
existe en la ley al no darle un tratamiento distinto a este delito, por cuanto al tratarse de 
los cónyuges, la gravedad de la comisión del hecho es visiblemente mayor y, por tanto, 
la pena asignada al hecho debería elevarse en consecuencia. Esta aseveración no implica 
en caso alguno que hayamos soslayado un tema importante que nos indica el profesor 
Garrido Montt: 
                                                          
1 A mayor abundamiento, vid. REPUBLICA DE CHILE, Código Penal, actualizado al año 2010, 
Editorial Jurídica de Chile, Santiago de Chile, año 2010, artículos 361 y 369. 
2 ETCHEBERRY ORTHUSTEGUY, Alfredo, “Derecho Penal, parte especial”, Tercera edición revisada 
y actualizada, Tomo IV, Editorial Jurídica de Chile, Santiago de Chile, año 1997, p. 61. 
3 URE, Ernesto, “Los delitos de violación y estupro”, Editorial Ideas, Buenos Aires, p. 49. Citado a su vez 





“(…) el eventual caso de falta de interés del ofendido en la sanción del hecho, 
considerando los motivos personales que pudiera tener la victima que la lleven a evitar el 
proceso, como la eventual victimización secundaria que de ello se deriva.”4 
 El propósito de nuestro trabajo nos lleva a analizar los criterios utilizados por 
nuestros Tribunales de Justicia para llevar a cabo su labor de juzgamiento, y también las 
distintas experiencias a nivel comparado que nos guíen a una efectiva y razonable 
conclusión. 
 No obstante lo anterior, debemos señalar lo que el profesor Garrido Montt nos 
explica en lo tocante a la evolución normativa que ha sufrido el tema que analizamos: 
“Mencionamos la parte del Artículo 369 del Código Penal –hoy derogada- que disponía el 
término de la responsabilidad penal existente por delitos de violación (…) al mediar un vínculo 
matrimonial entre víctima y ofensor.”5 
Así también, consideramos pertinente analizar las políticas públicas que se han 
desarrollado de cara al debilitamiento de escenarios propicios para la comisión de este 
delito, como son, por ejemplo, los programas que combaten tanto la drogadicción y el 
alcoholismo, a los cuales, luego de analizar la jurisprudencia emanada de los Tribunales 
de Juicio Oral en lo Penal de nuestro país, podemos considerar como fenómenos que 
aumentan el nivel de riesgo del cónyuge que puede convertirse, eventualmente, en 
víctima de este delito. 
El móvil principal que nos lleva a realizar este trabajo e investigarlo con 
profundidad es, en primer lugar, el grado de lesividad social presente en este delito. 
Debemos indicar que, en este punto, seguimos nuevamente al profesor Etcheberry, 
quien nos aclara el grado de importancia y gravedad de este delito: 
“Debe considerarse además que el delito de violación no es un atentado contra la 
honestidad ni contra el orden de las familias ni contra las buenas costumbres, sino 
primordialmente contra la libertad sexual (…). Nos parece que forzar a una mujer a una cópula 
                                                          
4 GARRIDO MONTT, Mario, “Derecho Penal”, Tercera edición actualizada, Tomo III, Editorial Jurídica 
de Chile, Santiago de Chile, 2007, p. 362. 





anormal representa un atentado tan grave contra su libertad sexual como el forzarla a un coito 
vaginal.”6 
En segundo lugar, dentro de los objetivos de esta investigación se encuentra la 
búsqueda de modificaciones que nos lleven a mitigar este suceso, que van desde la 
constitución en este delito en particular de la figura del agravante, para el caso que quien 
perpetre el delito sea el cónyuge, con el daño subsiguiente que se genera a la familia con 
aquel hecho; hasta la generación de programas públicos que enerven la presencia de 
situaciones que aumentan el riesgo de caer en este delito, como es, por ejemplo, la 
ingesta de todo tipo de drogas por parte de quien perpetra el hecho constitutivo de 
delito, desincentivando su consumo, con lo cual los índices de Violencia Intrafamiliar 
también se verían reducidos. El fin último de esta serie de propuestas apunta finalmente 
a la protección de la familia, entendiéndola en su sentido amplio y moderno, esto es, 
aceptando concepciones de familia cuyo asidero no es el matrimonio y, de los hijos, en 
caso que los hubiere.  
 La jurisprudencia relativa al tema es uniforme pero escasa.7 Somos conscientes 
de que la comisión de este delito, al menos aparentemente, no es periódica, sin embargo, 
el daño que puede llegar a producir a nivel familiar es de tal magnitud que nos interesa y 
estimula a realizar esta investigación.  
 Es particularmente interesante abordar el análisis de un delito desde la 
perspectiva que se desarrolla en este trabajo, nos referimos al “enfoque civil” que 
pretendemos desglosar. Una orientación civil, para estos efectos, importa una 
enumeración y posterior examen de las consecuencias que, en el orden del Derecho 
Civil, se derivan de la comisión de este delito. El hecho de que, a la comisión de un 
delito tan grave como la violación, se le adicione la circunstancia de que el autor del 
delito de violación lo realiza contra su propio cónyuge, es justamente el punto que 
buscamos analizar, sin pretender extender este análisis a otros delitos, dentro de los que 
                                                          
6 ETCHEBERRY ORTHUSTEGUY, óp. cit., p. 57. 
7 A modo ejemplar, véase REPUBLICA DE CHILE, Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Villarrica, 
Audiencia de Juicio Oral en contra de COÑOEMAN ITURRA, René, Rol Interno 27/2007, Villarrica, 
2007.  
Para analizar el tratamiento jurisprudencial del delito de violación en Chile, véase ETCHEBERRY 
ORTHUSTEGUY, Alfredo, “El Derecho Penal en la jurisprudencia. Sentencias 1967-1982”, Tomo IV, 





encontramos la amplia gama de delitos sexuales que contempla nuestro ordenamiento 
jurídico penal, como así también los hechos que se pueden encuadrar en fenómenos de 
violencia intrafamiliar; y tampoco respecto de las consecuencias patrimoniales que de la 


























ANÁLISIS DE ASPECTOS GENERALES Y DEFINICIONES DE CONCEPTOS 
ESENCIALES 
 
1. Contexto normativo 
1.1  Definición de Matrimonio, análisis de sus componentes.  
 En este primer acápite, haremos referencia a lo expresado en el artículo 102 del 
Código Civil chileno, norma que nos otorga una definición calificada como “admirable”  
por el profesor Manuel Somarriva Undurraga8:  
“El matrimonio es un contrato solemne por el cual un hombre y una mujer se unen actual e 
indisolublemente, y por toda la vida, con el fin de vivir juntos, de procrear y de auxiliarse 
mutuamente.” 
 Es pertinente para el correcto desarrollo de este trabajo, un análisis de cada uno 
de los elementos que componen la definición otorgada por el legislador.  
 Desde luego, menciona el Código Civil que estamos en presencia de un contrato 
solemne. Respecto de la naturaleza jurídica del matrimonio nos explayaremos 
posteriormente, pues nos parece que su importancia amerita un tratamiento especial y 
extenso.  
 Luego, el Código hace referencia a una de las características que hacen del 
matrimonio un fenómeno peculiar dentro de nuestro ordenamiento jurídico: la exigencia 
de diferencia de sexo entre los contrayentes. Esta particularidad obedece a que solo 
entre un hombre y una mujer, por razones biológicas que, por ser evidentes, no 
desarrollaremos en este trabajo por exceder del ámbito de estudio al que nos hemos 
circunscrito, se puede concretar uno de los fines más importantes del matrimonio, el 
                                                          
8
 SOMARRIVA UNDURRAGA, Manuel, “Derecho de Familia”, EDIAR Editores Ltda., Santiago de 





procrear. Afirmación que sustentamos en la opinión del profesor Hernán Troncoso 
Larronde:  
“Sin duda, el fin aparentemente más importante es el de la procreación: la multiplicación y 
conservación de la especie; -a continuación, el profesor Troncoso Larronde realiza un matiz a su 
afirmación- pero no es el único, también lo son la vida en común y el auxilio reciproco, es por 
esto que se justifican ciertos matrimonios (…) como el de las personas de edad avanzada, por 
ejemplo, en las cuales no hay posibilidad de procreación.”9 
 Dentro del análisis del punto que versa sobre la exigencia de diferencia de sexo 
entre los contrayentes, el profesor René Ramos Pazos aclara que la unión debe ser solo 
entre un hombre y una mujer, descartando fenómenos como la poligamia y la 
poliandria.10  
Así las cosas, en el artículo en estudio posteriormente se menciona que el 
vínculo generado por el matrimonio es actual, indisoluble y por toda la vida de los contrayentes. 
Sobre el requisito de que el matrimonio sea actual, el profesor Ramos Pazos 
expresa que esta exigencia importa que se “descarta la idea de cualquier modalidad 
suspensiva”11, o en otras palabras, implica que el matrimonio debe ser un acto puro y 
simple.  
Respecto de la indisolubilidad, existe doctrina oscilante en lo relativo al impacto 
del Capítulo VI de la Ley N° 19.947, cuyo fragmento relevante se encuentra en los 
artículos 53 y siguientes, respecto de esta característica del matrimonio: 
1. El profesor Troncoso Larronde manifiesta lo siguiente, decantando desde ya 
por una de las posturas que se pueden tomar en este tema, en orden a considerar que el 
matrimonio ya no es indisoluble, dadas las modificaciones legales:  
                                                          
9 TRONCOSO LARRONDE, Hernán, “Derecho de Familia”, Novena edición, Editorial Lexis Nexis,  
Santiago de Chile, año 2006, p. 11. En este sentido, SOMARRIVA UNDURRAGA, óp. cit. p. 20. 
10 RAMOS PAZOS, René, “Derecho de Familia”, 7ª edición actualizada, Tomo I, Editorial Jurídica de 






“La característica de indisoluble del matrimonio se mantiene en la letra de la ley, (…) 
pero al consagrar el divorcio, incluso por voluntad unilateral de uno de los cónyuges, no cabe 
duda que el matrimonio perdió la característica de ser indisoluble, pasando a ser disoluble.”12 
1.1 El autor Ramos Pazos también es de esta opinión, atendiendo por su parte, a 
la evolución que ha experimentado la institución del matrimonio, sustentando que “las 
expresiones ‘indisolublemente’ y ‘para toda la vida’ (…) no corresponden a la realidad actual del 
matrimonio, desde que la Ley N° 19.947 introdujo el divorcio vincular”.13 
1.2 La misma opinión es sustentada por Javier Barrientos Grandón y Aránzazu 
Novales Alquézar, quienes plantean que la configuración nueva que le ha dado al 
matrimonio la Ley 19.947 eleva al rango de principio fundante del matrimonio a la 
“disolubilidad absoluta”.14 
 2. Sin perjuicio de las opiniones anteriores, las cuales poseen sólidos argumentos, 
el profesor Ramos Pazos reconoce la existencia de opiniones diversas, sustentadas por 
órganos tan importantes como el Congreso Nacional, las cuales exponemos a 
continuación:  
“La Cámara de Diputados no modificó el artículo 102 del Código Civil en lo referido a la 
indisolubilidad del matrimonio, porque entendió que el divorcio sería una situación 
excepcional.”15 
 De este modo, la razón más importante esgrimida en el Senado, en el período de 
discusión de la ley 19.947, versa sobre el punto de que la indisolubilidad estaría 
relacionada con “la intención de los contrayentes y no con la naturaleza del matrimonio.”16 
2.1 En el mismo sentido se pronuncia el autor Hernán Corral Talciani, quien 
propone lo siguiente:  
                                                          
12 TRONCOSO LARRONDE, óp. cit., p. 12.  
13
 RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 33. 
14
 BARRIENTOS GRANDÓN, Javier y NOVALES ALQUÉZAR, Aránzazu, “Nuevo Derecho 
Matrimonial Chileno”, 2ª edición, Editorial Lexis Nexis, Santiago de Chile, año 2006, p. 141. 
15
 Boletín del Senado N° 1759-18, p. 37. Citado a su vez por RAMOS PAZOS, Ibídem.  
16





“El divorcio, concebido como un remedio excepcional, en ningún caso podrá llegar a 
cambiar la fisonomía jurídica del matrimonio tal como existe en la actualidad. Las personas se 
casan para vivir juntos toda la vida y no para divorciarse.”17 
En las líneas anteriores, se ha plasmado en este documento la discusión 
doctrinaria en lo relativo a la característica de indisolubilidad del matrimonio. Por 
nuestra parte, nos parece acertada la opción que han tomado los miembros del 
Congreso Nacional en orden a no modificar el concepto que entrega nuestro Código 
Civil, pareciéndonos suficiente razón para adoptar esta opción la diferencia esencial, en 
nuestro pensamiento, entre lo ideal y lo concreto; constituyendo lo ideal la circunstancia 
de que el matrimonio dure lo que la vida de los contrayentes y dentro de lo concreto 
están las diferencias propias del matrimonio transformadas, en algún momento 
determinado, en desigualdades, las que finalmente tornan insostenible la vida en común. 
Por su parte, la disolubilidad del matrimonio debe ser considerada como una solución 
para quienes, por distintos motivos, han considerado que no es lo mejor para ambos 
mantener un vínculo de matrimonio, una vez agotados todos los medios para mantener 
vigente este contrato solemne.  
Sobre los fines del matrimonio establecidos en la definición analizada, se 
trabajará bajo el siguiente orden: en primer lugar enumeraremos los fines establecidos 
para posteriormente analizarlos con mayor detención.  
1. Vivir juntos 
2. Procrear 
3. Auxiliarse mutuamente 
 Respecto del primer fin, “vivir juntos”, es nuestra opinión que no constituye una 
obligación esencial dentro de la relación conyugal, dependiendo únicamente del acuerdo 
que surja entre marido y mujer. Si bien es un objetivo cuyo incumplimiento voluntario 
constituye una situación limítrofe con lo absurdo, no es menos cierta la existencia de 
condiciones que generen este estado, como pueden ser, por ejemplo, que el trabajo que 
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 CORRAL TALCIANI, Hernán, “Ley de Divorcio. Las razones de un No”, Estudios de Derecho 





desempeña el marido implique una serie de viajes durante largos plazos o estancias 
permanentes en sectores extremos y que la mujer decida permanecer durante este 
período en un lugar fijo junto a sus hijos, en caso que existiesen. Consideramos también 
que, mediando acuerdo entre los cónyuges, este período no puede imputarse a un 
eventual cálculo del tiempo en que se generó el cese de la convivencia, pues lo 
entendemos como un sacrificio que, voluntariamente, han adoptado los cónyuges en 
pos de mejores condiciones de vida. Ahora bien, lo anterior no obsta a que el correcto 
desarrollo de una familia se vea potenciado positivamente si se cumple con este fin del 
matrimonio. Consideramos clave, en caso que existan hijos, la observancia de este fin. 
Como ejemplo en sentido contrafáctico, mencionamos los múltiples riesgos en que se 
ven inmersos los hijos de familias cuyos padres se encuentran divorciados, o bien, cuya 
convivencia ha cesado, fenómeno calificado por los profesores Barrientos Grandón y 
Novales Alquézar como “familia monopaternal”18 
 No obstante lo anterior, los autores Barrientos y Novales consideran que vivir 
juntos no se debe considerar como un fin, sino que como un efecto del matrimonio, por 
cuanto “no determina su naturaleza y caracteres”. 19  Es decir, para la subsistencia del 
matrimonio no se requiere del cumplimiento de este fin. Considerando estos autores 
que la observancia de este hecho tiene como finalidad conservar “la plenitud e integridad de 
la comunidad para toda la vida”20 
 Luego, respecto del segundo fin mencionado en el artículo 102 del Código Civil, 
esto es, la procreación, es opinión mayoritaria entre los autores que este objetivo es el 
más importante de todos. La opinión es compartida por los profesores Somarriva21; 
Troncoso Larronde22; Ramos Pazos23 y Juan Chelodi, autor iuscanonicista que añade 
como fin primario a “la educación de la prole”24. 
 Sin embargo, el autor Ramos Pazos realiza la siguiente aclaración:  
                                                          
18
 BARRIENTOS GRANDÓN, Javier y NOVALES ALQUÉZAR, Aránzazu, óp. cit., p. 19. 
19
 Ibídem, p. 170. 
20
 Ibídem, p. 171.  
21
 SOMARRIVA UNDURRAGA, óp. cit., p. 19. 
22
 TRONCOSO LARRONDE, óp. cit., p. 11. 
23
 RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 33.  
24
 CHELODI, Juan, “El Derecho Matrimonial acorde a las normas del Código de Derecho Canónico”, 





“Sobre este punto, deberá tenerse presente que la finalidad no solo es procrear, porque si así 
fuera, no se admitirían los matrimonios de ancianos, de personas enfermas o en artículo de 
muerte.”25 
De este modo, consideramos que la procreación y, su consecuencia, la 
conservación de la especie, si bien conforman el fin más importante del matrimonio, 
debe atenderse también a la existencia de otros fines, los cuales adquieren, en nuestra 
opinión, mayor valor, en caso que los contrayentes no puedan, por distintos motivos, 
procrear. 
Ahora bien, corresponde analizar el deber de auxilio. La opinión de los autores 
Barrientos y Novales es clara en atención a reconocer que, en este punto, se acepta por 
parte del legislador la concepción canónica del matrimonio. 26  También los autores 
mencionados son de la idea de aceptar que este fin efectivamente constituye uno de los 
fines del matrimonio, en armonía con lo prescrito en el Art. 131 CC.27 
1.2  Naturaleza jurídica. Teorías que versan sobre el tema. 
 Puede parecer inocua, o bien, superflua la pregunta formulada en el título de este 
párrafo, considerando el tenor del Art. 102 CC. Pues bien, durante mucho tiempo se ha 
discutido en torno a la problemática que proponemos, dado que el matrimonio pareciera 
tener características únicas que le harían merecedor de una nomenclatura especial, y no 
de un contrato. A continuación exponemos las posiciones que se encuentran en la 
doctrina que se ha pronunciado sobre este tema. Advertimos previamente que esta 
discusión aún no se encuentra zanjada en su totalidad.  
 1. Teoría del matrimonio contrato28 29 
Esta tesis, en palabras del autor Ramos Pazos, sostiene que, no obstante poseer 
el matrimonio características peculiares, dicha situación no le priva de su denominación 
de contrato.30 
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 RAMOS PAZOS, Ibídem.  
26 BARRIENTOS GRANDÓN, Javier y NOVALES ALQUÉZAR, Aránzazu, óp. cit., p. 178.  
27 Ibídem.  
28 RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 30.  





 Esta teoría ha sido criticada, entre otros, por el profesor Roberto de Ruggiero, 
quien expone las siguientes consideraciones:  
 1.1 No es contrato dado que las partes deben someterse a la ley en la mayoría de las 
actuaciones propias del matrimonio. Situación contraria al principio que gobierna nuestro Derecho 
Contractual, cual es la autonomía de la voluntad, y dentro de este, a la libertad contractual.  
1.2 Hay ciertas figuras del Derecho de los Contratos que no se pueden aplicar al caso en 
estudio, como es, por ejemplo, la resciliacion.31  
 2. Teoría del matrimonio institución32 33 34 
Quienes sustentan esta teoría se basan fundamentalmente en la idea de 
indisolubilidad del matrimonio, rechazando de este modo al divorcio con disolución de 
vínculo. También se argumenta que la voluntad de los contrayentes solo se manifiesta en 
el origen de este acto jurídico.35 Lo anterior se complementa con el argumento de Julien 
Bonnecasse, citado por René Ramos Pazos,36 quien destaca particularmente la noción de 
organización moral que reviste al matrimonio, excediendo de esa forma a la idea de insertar 
al matrimonio dentro de una categoría de contrato. 
 En este mismo orden de ideas, Troncoso Larronde expone los siguientes rasgos 
institucionales:37  
 2.1 El matrimonio es un núcleo social dotado de estabilidad y permanencia.  
 2.2 El matrimonio posee las siguientes directrices: constituir, organizar y educar a una familia.  
 2.3 El matrimonio conlleva la idea de estabilidad. 
                                                                                                                                                                    
30
 RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 30. 
31 DE RUGGIERO, Roberto, “Instituciones de Derecho Civil”, Tomo II, Volumen II, Editorial Reus, p. 
68. Citado a su vez por RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 30.  
32 Sobre el particular, SOMARRIVA UNDURRAGA, óp. cit., p. 18. 
33 TRONCOSO LARRONDE, óp. cit., p. 13.  
34 RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 31.  
35 HÜBNER GALLO, Jorge Iván, “Introducción a la Teoría de la Norma Jurídica y la Teoría de la 
Institución”, Editorial Jurídica de Chile, Santiago de Chile, año 1951, pp. 175-176. Citado a su vez por 
RAMOS PAZOS, óp. cit., p. 32. 
36
 BONNECASE, Julien, “Precis du Droit Civil”, Tomo I, N° 411. Citado a su vez por SOMARRIVA 
UNDURRAGA, óp. cit., p. 18. 
37





 No obstante haber expuesto los argumentos que preceden, no podemos negar 
que la institución en nuestro país del divorcio con disolución del vínculo le resta 
considerablemente valor a esta tesis, por cuanto descansa en la idea de indisolubilidad.  
 3. Explicación de los profesores Marty y Raynaud38 
 Los autores mencionados plantean una solución mixta, dada la insuficiencia de 
adoptar una u otra idea en su totalidad. Lo anterior en razón de la conveniencia de 
mezclar los aspectos positivos de cada una de las teorías anteriores.   
 4. Teoría del matrimonio acto de Estado39 40 
 Esta es la tesis sostenida por el autor Ramos Pazos. Fundamenta de la siguiente 
forma: 
“Creemos que el matrimonio es un acto de Estado. Es éste, mediante el Oficial del Registro 
Civil, el que une a los contrayentes. (…) Esta tesis no contradice la idea del matrimonio 
institución. Justamente por el carácter institucional, interviene el Estado declarándolos 
casados.”41 
 El profesor Troncoso Larronde brinda para este efecto un argumento de texto 
legal, amparándose en el inciso segundo del Art. 18 de la Ley de Matrimonio Civil.42 
1.3  Sobre el estado psicológico de los contrayentes al momento de ocasionarse una 
violación conyugal. 
 El acaecimiento de un delito como éste, trae consigo una cantidad considerable 
de  consecuencias, por lo cual debe ser tratado con especial sutileza y altura de miras, 
máxime cuando este delito lo comete el marido contra su mujer. Lo anterior supone que 
tomamos la posición mayoritaria en relación al tema de quien puede ser sujeto activo del 
delito de violación. Sobre el punto anterior, en cuanto a la necesidad de contar con el 
consentimiento de la mujer, la doctrina canónica establece que es un derecho y un deber el 
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cohabitar con el cónyuge.43 Ahora bien, dicha afirmación nos parece merecedora de una 
revisión, por constituir paulatinamente ajena a la realidad y, no solo nacional sino que de 
la sociedad contemporánea. Enumeramos los argumentos que esgrimimos para sostener 
esta hipótesis: 
1. No se puede forzar a nadie a la realización del coito, y mucho menos si la 
persona que sufre este forzamiento es la mujer del agresor. El daño, en nuestra opinión, 
se ve agravado por aquella circunstancia, tornándose incongruente con otros valores 
como la libertad, dentro de ésta a la libertad sexual y la autodeterminación de las 
personas en la toma de decisiones, que autores sustenten la tesis de que la mujer debe 
acceder sin más a la realización del acto sexual. Proponemos como primera cuestión 
que, como contrapartida del derecho y deber de cohabitar, debe prevalecer el deber de 
respeto mutuo y de protección, claramente inobservado en el caso en comento; y la 
libertad de la mujer de decidir si realiza la cópula. Posteriormente, al referirnos al delito 
en particular, analizaremos el punto relativo a las causas de las que puede valerse la 
mujer para abstenerse de la realización del acto carnal. 
2. La evolución de los derechos personales favorece nuestra hipótesis, por 
cuanto, se han fortalecido con el tiempo aquellos que protegen la libertad de la persona 
en ámbitos antes incuestionables, situación presentada en la comisión de este delito. No 
era objeto de análisis el hecho de que la mujer debía acceder, aun contra su voluntad, a 
la realización del acto sexual. Paulatinamente la normativa ha regulado esta situación, 
cuya evolución es de la manera en que se indica:  
2.1 El concepto clásico, supone que la mujer no puede negarse a la 
realización del acto carnal, dado que este es un fin propio del matrimonio. 
Chelodi, profesor cuya teoría se sustenta en las normas canonícas, añade en este 
punto que “el derecho y deber de cohabitación supone el objeto formal del matrimonio”.44   
2.2 En nuestro ordenamiento jurídico, la normativa anterior a la 
dictación de la Ley N° 19.617, que podemos denominar como período 
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intermedio, es descrita de la siguiente forma por el Dr. Andrés Rosmanich 
Poduje, profesional del Servicio Médico Legal, de la siguiente forma:  
“El acto sexual impuesto por la fuerza por el marido se consideraba una agresión de tipo físico o 
una perturbación del orden público, lo que tenía menor penalización que en la ley actual.”45 
2.3 El Dr. Rosmanich también plantea el tratamiento actual que le brinda 
la normativa al punto en estudio, solución que nos parece acertada pero 
insuficiente:  
“La ley (…) da gran valor a la libertad sexual de la persona y así la esposa es libre de aceptar o 
rechazar la posibilidad de tener relaciones sexuales con el cónyuge.”46 
3. Por lo demás, podemos notar una contradicción entre los siguientes puntos:  
3.1 La valoración dada al matrimonio por la doctrina clásica, en tanto 
supone la unión de dos personas con fines con mayor connotación moral que 
jurídica. Teoría, por lo demás, aceptada en nuestra legislación en los artículos 
131 y siguientes del Código Civil, en lo relativo a los derechos y deberes que 
impone el matrimonio. Los contrayentes se deben respeto durante todas las 
etapas de su vida, situación que no puede interrumpirse ni aun por un instante. 
3.2 La aceptación de la circunstancia de que la mujer no pueda, salvo 
causas calificadas que consideramos insuficientes, abstenerse de la realización de 
la cópula. Se desatiende en esta teoría absolutamente al daño producido a la 
mujer tanto a nivel físico cuanto a nivel psicológico. 
Respecto del segundo tipo de daño generado, el daño a nivel psicológico, es 
necesario referirse a las características que poseen los intervinientes en la comisión de 
este hecho, tanto quien perpetra el delito cuanto la víctima. Por lo demás, es justamente 
este desarrollo el que pretendemos analizar en esta parte. 
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 Sobre el marido que comete violación, la Dra. María Alicia Espinoza Abarzúa 
realiza una aproximación a su perfil, enumerando sus características de la siguiente 
forma47:  
1. Padecen de perturbaciones de identidad, autoestima y capacidades relacionales. 
2. Dado su mal manejo de los afectos, frecuentemente se sienten sobrepasados, cayendo en estados 
angustiosos. 
3. Son sujetos que no han concretado su madurez personal. 
4. Frecuentemente están profundamente dañados por experiencias de violencia durante su infancia, 
situación que genera en el agresor estados de hostilidad y desconsideración hacia su víctima.  
5. En gran medida, quien comete una violación del tipo estudiado ha sido violentado sexualmente 
durante su infancia. 
 Los rasgos anteriores definen a una persona que ha cometido violación contra su 
mujer, o bien, en menor gravedad, ha incurrido en agresiones de tipo sexual. Ahora 
bien, corresponde analizar los efectos de la comisión de este delito, en el orden 
psicológico, de la víctima. Indicamos previamente que prescindiremos de lo relativo a 
sus características anteriores, por escapar al estudio que realizamos, y porque interesa 
para este trabajo lo que suceda con la mujer una vez que ya ha sido violentada 
sexualmente.  
 En esta materia, entregamos alto valor a las conclusiones del estudio técnico 
realizado por la Psicóloga Siomara Chahuán Chahuán, quien enumera de la siguiente 
forma los efectos causados en la mujer por un acto de violencia sexual48:  
1. Miedo incontrolable que imposibilita salir de la situación. A raíz de esto también se genera 
indefensión en la victima.  
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2. Baja autoestima, debilitada por sus fallidos intentos de superar la situación de violencia a la que se 
encuentra expuesta.  
3. Minimización de la gravedad del delito cometido. Esto acarrea que la mujer se avergüenza de su 
situación y cree ser responsable de ella.  
4. Aislamiento social. Esto es particularmente grave, pues la mujer se queda sola en el aspecto material 
y en el ámbito emocional, lo que la supedita a la voluntad de su agresor.  
Sin perjuicio de lo anteriormente comentado, si bien pretendemos mediante este 
trabajo que las normas jurídicas se modifiquen, de tal forma que la comisión de este 
delito, con la circunstancia que nos interesa (cometido entre cónyuges), no solo no 
quede impune sino que la pena sea mayor en atención a la calidad de quienes intervienen 
como víctima y victimario en el delito, no podemos negar una realidad: normalmente el 
marido que comete el delito es el único sustento económico de la familia, de manera tal 
que la mujer opta, en pos de mantener una unión que evite daño a los hijos, por tolerar 
una serie de abusos, entre los que se encuentra la violación. Esta realidad nos genera 
disconformidad con el orden establecido, pues a la fecha no se consideran mecanismos 
de protección para la mujer que decida denunciar a su marido, como pueden ser, por 
ejemplo, programas gubernamentales que subsidien a la mujer que debe salir a trabajar 
para sustentar su familia, pues la consecuencia de su denuncia ha sido que su marido 
este durante un periodo prolongado de tiempo privado de libertad. El fin de ese 
programa debería ser sopesar el surgimiento de una familia disfuncional tanto en la 
mujer como en los hijos. Frente a los planteamientos que proponemos, se puede alegar 
que pueden surgir acuerdos conyugales tendientes a la obtención de los beneficios 
estatales generados. Enfrentando esa posibilidad y, como método de prevención de este 
tipo de colusiones, el aparato estatal debe estar lo suficientemente fortalecido, esto es, 
debe ser rico tanto en recursos económicos, como en recursos técnicos y humanos, a fin 








2. EL CONCEPTO DE VIOLACIÓN 
 
2.1 Elementos concurrentes para definir y delimitar el concepto. 
 En este punto nos parece adecuada la conceptualización realizada por el 
profesor Cristián Aguilar Aranela quien define, en nuestra opinión, de forma acertada a 
este delito, definición que nos ayudará a trazar las líneas que siguen a continuación: 
“El delito de violación (…) consiste en el acceso carnal, por vía vaginal, anal o bucal –constituye 
lo anterior la conducta típica exigida para la configuración del delito- , de una persona mayor de 
catorce años cumplidos, contra su voluntad o sin aquella, cuando se use fuerza o intimidación, 
se hallare privada de sentido, el agente aproveche de su enajenación o trastorno mental.”49 
 Es de común acuerdo en doctrina que el bien jurídico protegido en este delito es 
la libertad sexual individual. Lo anterior es argumentado por Aguilar Aranela de la 
siguiente forma:  
“La violación (…) tiene como bien jurídico protegido la libertad sexual individual atendido a que 
se coarta forzosamente la facultad del ofendido de autodeterminar su conducta en el ámbito de 
la sexualidad.”50 
 La figura básica en este delito está constituida por lo que se ha denominado 
violación propia, que se basa en los términos descritos por el profesor Aguilar Aranela al 
definir violación. Advertimos que escapan al estudio propuesto en este trabajo 
fenómenos como la violación impropia, por ser incompatible con el requisito de edad 
mínima para contraer matrimonio y la violación agravada, pues si de una violación se 
sigue un homicidio, carece de sentido indagar en torno a los efectos producidos tanto a 
nivel físico cuanto en el orden psicológico en la victima, sobre todo si lo que nos 
interesa son las secuelas que el atentado sexual genera en este último. 
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2.2 Diferencia primaria entre sujeto pasivo y víctima.  
 
 Si bien pueden parecer sinónimas estas palabras, interesa recabar un par de 
sutilezas, dado que regularmente son conceptos que se utilizan para referirse al mismo 
sujeto, cuestión que no pocas veces es ajena a la realidad. Dichos matices se desprenden 
de la forma en que se indica a continuación:  
1. Respecto de la víctima, nuestro sistema procesal penal establece una serie de garantías 
destinadas a evitar que el derecho a defensa aparezca menoscabado por razones que el 
profesor Sabas Chahuán Sarrás expone de la siguiente forma:  
“Según el Art. 108 CPP, en caso que el ofendido muera o este no pueda ejercer los derechos 
otorgados por este Código, se considera victimas a diversas personas. (…) El orden es el 
siguiente: 1. Cónyuge e hijos; 2. Ascendientes; 3. Conviviente; 4. Hermanos; 5. Adoptado o 
adoptante.”51 
 En todo momento debemos considerar que la norma estudiada, el artículo 108 
del Código Procesal Penal, debe ser analizada en este trabajo en armonía con el objetivo 
del texto. De modo tal que se descarta el fenómeno de muerte del ofendido, como así 
también, las circunstancias del número 1° y 3° del Art. 108 CPP.  
2. La idea de sujeto pasivo no reviste mayor análisis, por cuanto denota claramente a la 
persona de quien sufre directamente las consecuencias de la comisión del delito y, 
particularmente, en el delito a estudiar, nos referimos a la mujer víctima de la violación. 
En el mismo sentido, al exigirse “acceso carnal”, nos adscribimos a la opinión mayoritaria, 
la cual propone que solo el hombre satisface las exigencias establecidas en el tipo penal 
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2.3 Normas nacionales referidas al tema analizado. 
 En este acápite es necesario hacer mención a la figura base en el delito de 
violación, el cual se encuentra en el Art. 361 CP. Este delito, conforme al texto legal, se 
encuentra castigado con la pena de presidio mayor en su grado mínimo a medio, 
periodo que comprende la privación de libertad desde 5 años y un día hasta 15 años de 
reclusión.  
 Como un punto esencial dentro de nuestro trabajo, consideramos que la pena 
que se ha asignado al delito de violación es la correcta. Sin embargo, dentro de las 
circunstancias agravantes de la responsabilidad criminal presentes en al Art. 12 CP., no 
se encuentra de manera expresa la circunstancia de que la víctima pueda ser la cónyuge 
del victimario, situación que demuestra, una vez más, la obsolescencia de nuestro 
sistema penal. Consideramos que el hecho de que la violación sea cometida por el 
marido contra su propia mujer reviste un mayor grado de gravedad que si la violación es 
cometida por personas que no tienen relación alguna entre sí, argumentamos en este 
punto que se daña considerablemente la estabilidad del matrimonio, institución que, 
como sabemos, se erige como la base de la familia; y a esta última, conforme al texto 
constitucional en su artículo 1°, debemos entenderla como la base de la sociedad.  
 El Código Penal chileno se pronuncia brevemente sobre el objeto de estudio de 
este trabajo en su artículo 369, en su inciso cuarto, el cual citamos a continuación:  
“En caso de que un cónyuge (…) cometiere alguno de los delitos previstos en los artículos 361 y 
366 N° 1, en contra de aquel con quien hace vida en común, se aplicaran las siguientes reglas: 1. 
Si solo concurriere alguna de las circunstancias de los numerandos 2° o 3° del artículo 361, no se 
dará curso al procedimiento o se dictara sobreseimiento definitivo, a menos que la imposición o 
ejecución de la pena fuere necesaria en atención a la ofensa infligida. 2. Cualquiera sea la 
circunstancia bajo la cual se perpetre el delito, a requerimiento del ofendido se pondrá término 
al procedimiento, a menos que el juez no lo acepte por motivos fundados.”52 
 Respecto de la regla primera, nos parece que el hecho de que no se use fuerza en 
la comisión del delito no implica un grado menor de daño en la víctima. La verificación 
del daño en este sentido se torna compleja, dado que la persona probablemente no 
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tenga mayor conocimiento del acaecimiento de la agresión; sin embargo, lo anterior no 
es óbice para desconocer las reglas en materia de Derecho Procesal Penal, en lo relativo 
a que los derechos de la víctima pueden ejercerlos otras personas, si este no puede 
ejercer los derechos establecidos en la ley. De modo tal que nos parece admisible que, 
por ejemplo, los hijos, si están en condiciones de realizarlo, puedan denunciar el hecho. 
Ahora bien, en este punto se genera otra dificultad, dado que la víctima probablemente 
tenga rasgos físicos que puedan acusar que realizó el acto sexual, pero estos síntomas no 
necesariamente pueden corresponder al fenómeno de la agresión. Y finalmente, puede 
suceder que la comunicación a la víctima de lo que ha sucedido (en el entendido que la 
agresión sexual se generó mientras se hallaba privada de sentido) genere más conflictos 
que soluciones. Es por esto que, en el tratamiento de este delito, debemos generar líneas 
de pensamiento distintas para cada caso en particular.  
 Sobre la regla segunda que establece el Art. 369 CP debemos efectuar una serie 
de reparos, los cuales ya hemos mencionado en este trabajo. Nos parece que la víctima, 
en virtud del tratamiento otorgado por nuestra legislación, se encuentra desprotegida, 
por cuanto la solicitud de que el proceso contra su marido se concluya, no obedece, en 
la gran mayoría de los casos, a otro fundamento que el de evitar un descalabro de su 
familia a nivel económico. Sobre el punto que mencionamos no arrastra consigo la idea 
de que este delito se cometa casi exclusivamente en los sectores menos acomodados de 















SOBRE LA VIOLACIÓN MARITAL: ANÁLISIS DE DOCTRINA Y 
JURISPRUDENCIA 
 
1. EXPERIENCIA NACIONAL 
1.1 Exposición de doctrina concerniente al tema. 
Como ya podrá notar el lector, el delito de violación marital carece de un 
exhaustivo análisis a nivel doctrinario. Ahora bien, consideramos que nuestra legislación 
contribuye a que esa realidad se mantenga en el tiempo, brindando un exiguo sustento 
normativo, que se reduce a normas relativas al procedimiento a seguir. Así también, 
queda de manifiesto la baja voluntad legislativa en orden a realizar profundas y sensibles 
modificaciones a nuestro sistema penal, que sigue manteniendo la misma  lógica durante 
más de un siglo. Urgen estos cambios y, dicha aseveración se sustenta en el siguiente 
hecho: la sociedad chilena ha cambiado notablemente en los últimos cien años, por lo 
que los tipos de delitos cometidos y las necesidades de protección por parte de los 
ciudadanos se han sofisticado en orden a la evolución social a la que hacemos referencia. 
Del análisis anterior surge una consecuencia necesaria, cual es la renovación del sistema 
penal chileno, en consonancia con la transformación de la sociedad civil. 
Textos importantes en el estudio de la normativa penal nacional no se 
manifiestan acerca de este delito. En ese orden, la obra de los profesores Sergio Politoff, 
Jean Pierre Matus y María Cecilia Ramírez, titulada “Lecciones de Derecho Penal chileno, parte 
especial”, trata en extenso la figura genérica del delito de violación, sin embargo, en un 
tratamiento sujeto en gran medida al tenor de la norma, expone el delito de violación 
marital dentro de las Reglas de carácter procesal53. Sin entrar a analizar el modo en que se 
trata este delito en nuestro ordenamiento jurídico. Esperamos un mayor desarrollo 
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doctrinario que tenga como objetivo formar un debate para instalar una nueva senda 
que asegure efectivamente el derecho a la libertad sexual de la mujer. 
Por su parte, el profesor Gustavo Labatut Glena, en su obra “Derecho Penal”, se 
refiere expresamente al delito estudiado, citamos al efecto el párrafo que dedica a este 
tema: 
“¿Comete violación el marido que fuerza materialmente a su mujer? El asunto es muy 
discutido. Don Raimundo del Río se pronuncia por la afirmativa, y ésta parece ser la buena 
doctrina. En efecto, el débito conyugal, que invocan los autores que la combaten, no es 
absoluto, ya que existen situaciones en las que la mujer puede oponerse al coito, por ejemplo, en 
caso de enfermedad grave (…). Por otra parte, el derecho del marido a tener acceso a su mujer 
está limitado por la protección que le debe, de acuerdo con el artículo 131 del Código Civil”54 
 Si bien el profesor Labatut manifiesta de modo tenue su opinión en este sentido, 
nos parece adecuada la propuesta que no entrega. Sin embargo, pensar que la mujer 
debe adscribirse a un catálogo de causales que deben satisfacerse para que su negativa 
sea justificada nos parece una solución insuficiente. La mujer puede carecer de causales 
físicas, sin embargo, la realización de la cópula contra su voluntad, en ese escenario, 
generará una serie de consecuencias, tanto físicas cuanto psicológicas, que deben ser 
fuente de reflexión a la hora de esgrimir causales calificadas para negarse al coito. 
 En el mismo sentido, cabe analizar la obra “Derecho Penal, parte especial” del 
destacado autor Mario Garrido Montt. Dicho manual se pronuncia expresamente acerca 
de la discusión que se ha generado en torno al tema, al efecto, citamos dicho texto: 
“Se discute si una mujer casada puede ser violada por su marido. La tendencia moderna 
fundamentada en la libertad sexual tanto de la mujer como del hombre (libertad a la que se le 
reconoce naturaleza personalísima) se inclina por aceptar que un marido, si violenta la voluntad 
de la mujer para obligarla a realizar la cópula, comete el delito de violación, porque el 
matrimonio no conlleva la obligación de la cónyuge de aceptar esa clase de relaciones. El 
principio es que nadie puede ejercer un derecho empleando la violencia, menos aún para hacer 
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uso de la sexualidad, que queda sujeta a la libre voluntad de los participantes y no al arbitrio 
absoluto de uno de ellos” 55 
 Continuando el estudio de la doctrina nacional que se ha referido al tema, 
analizaremos lo propuesto por el profesor Alfredo Etcheberry, en su obra “Derecho Penal, 
parte especial”. Citamos a continuación el fragmento dedicado por Etcheberry a nuestro 
tema central: 
“Los autores plantean el problema de la posible violación de la mujer casada por parte del 
marido que le exige el cumplimiento del débito conyugal (…). Ure opina, de acuerdo con Peco, 
que en caso alguno el marido podría ser considerado autor de violación de su mujer, pero en los 
casos en que esta tenia causa razonable para oponerse al coito, tal conducta podría ser 
incriminada a otro título. Soler admite la posibilidad de violación en el matrimonio con respecto 
a la realización de cópulas anormales o indebidas (…). Por nuestra parte, estimamos que comete 
violación el marido que mediante fuerza o intimidación, o aprovechando la falta de razón de su 
cónyuge, realiza con ella la cópula (…) Una persona no puede usar la violencia para el ejercicio 
de un derecho.”56 
 Del realizado se concluye una postura relativamente uniforme en el modo de 
enfrentar la comisión de este delito. Ahora bien, nos parece evidente que se debe 
avanzar en el desarrollo de las causales bajo las cuales hoy está permitido, a nivel de 
doctrina, la mujer puede abstenerse de la realización del acto sexual.  
 
1.2 Análisis Jurisprudencial. 
Como adelantamos en este trabajo, la jurisprudencia ha tenido escasas 
posibilidades de pronunciarse sobre este hecho, realidad frente a la cual la remisión es 
clara: la ley no establece sanciones expresas adicionales en caso que sea el marido quién 
comete el delito. Particularmente analizaremos los siguientes fallos:  
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- Causa RUC N° 0600753725-3 seguida ante el Tribunal de Juicio Oral en lo 
Penal de Villarrica. 
La doctrina que se presenta en este fallo explica la evolución del concepto de 
violación marital del mismo modo en que nosotros lo entendemos, al efecto citamos tal 
frase:  
“Si bien la teoría dominante postulaba que cuando el marido copulara con su mujer 
contra la voluntad de ésta, (…) no cometía el delito de violación, porque sólo estaba ejerciendo 
un derecho, esa tesis ha sido desplazada por una concepción moderna, (…) en la cual al estar los 
roles del hombre y de la mujer en un plano de igualdad, sí es posible que se presente el delito de 
violación en el matrimonio. 
El contraer matrimonio no implica la renuncia de la libertad ni de la seguridad sexual de 
los cónyuges, porque todo acto dentro del matrimonio, específicamente el coito matrimonial, 
debe ser solicitado y prestado en forma voluntaria para satisfacer el ímpetu carnal de los dos. No 
es posible sostener que por ser el matrimonio un contrato donde se establece una serie de 
deberes entre los contratantes, y estando dentro de aquéllos el de procrear, no existiría la 
violación entre cónyuges en general, al existir una aceptación tácita que se prolonga en el tiempo 
para los efectos del débito conyugal, ya que tal interpretación convertiría a la mujer en un 
instrumento de satisfacción sexual sin su voluntad, en detrimento de su integridad mental, 
libertad sexual y, sobre todo, de su dignidad humana”.57 
 Sobre los hechos, René Coñoeman Iturra, el imputado, el día 24 de Octubre de 
2006 violó a su cónyuge, Rosa Vidal, luego de haberle solicitado el acceso carnal, siendo 
negado por ella. Para acabar con toda duda acerca de su voluntad en este caso, Rosa 
Vidal fue a recostarse en el dormitorio de sus hijos, donde estaba la hija en común de 3 
años de edad. No obstante la fuerza del mensaje, René Coñoeman ingresó al dormitorio, 
desnudó a Rosa Vidal y la violó hasta llegar al orgasmo. Todo lo anterior en presencia de 
la hija de ambos.  
 A raíz del hecho mencionado anteriormente, se inició un proceso penal en 
contra de René Coñoeman. En cuanto al modo de probar utilizado tanto por la 
Defensoría cuanto por la Fiscalía, la primera aludió al deber de cohabitación, el cual 
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viene en constituirse como un derecho que adquieren los contrayentes al momento de 
casarse, por lo que, irrisorio es pensar en la realización de un delito a la hora de la 
ejecución de un derecho, aun, tal como en este caso, implica la realización de un delito 
sexual en contra de la mujer.58  Por su parte, el órgano persecutor aludió a los conceptos 
que hemos vertido profusamente en este trabajo, en orden a señalar el plano de igualdad 
en que se encuentran ambos cónyuges y que, por lo tanto, es procedente aceptar la 
procedencia del delito de violación en sede marital. 
 En este caso y, para determinar la futura responsabilidad del imputado, 
fundamental resultaron los peritajes sicológicos realizados a los intervinientes. Por una 
parte, se excluyó la concurrencia de fenómenos de inimputabilidad por parte del 
imputado; luego, desde el prisma de la víctima, frente a la bajísima cantidad de 
elementos probatorios físicos, la relevancia de los peritajes, en este punto, radica en que 
quedó al descubierto el diario vivir de Rosa Vidal, cubierto de violencia física y moral 
hacia ella y sus hijos por parte de René Coñoeman, cuestiones que generan el escenario 
ideal para la existencia de ataques sexuales en sede marital. 
 En suma, el Tribunal condenó a René Coñoeman Iturra a cinco años y un día de 
presidio efectivo, mas penas accesorias. 59 
 El fallo toma la senda correcta, sin embargo, no considera utilizar el agravante 
del artículo 13 de nuestro Código Penal. Dicha actitud se sustenta en la inexistencia de 
criterio legislativo, en orden a considerar que, en este caso, la responsabilidad penal del 
imputado se agrava por el hecho de ser cónyuge de la víctima. Consideramos necesaria 
la procedencia en la mayoría de los casos en que exista violación marital, sin perjuicio 













- Causa RUC N° 0500348877-4 seguida ante el Tribunal de Juicio Oral en lo 
Penal de Talagante.60 
El desarrollo en esta causa dista de la realidad mencionada anteriormente en la 
causa seguida en el Tribunal de Juicio Oral en lo Penal de Villarrica y, en definitiva, 
constituyen un antecedente importante a la hora de buscar situaciones limítrofes a 
propósito del delito estudiado: nos referimos la concurrencia de la figura de separación 
no formalizada entre los cónyuges.  
Los hechos se desarrollaron de la siguiente forma: el día 08 de Agosto de 2006, 
René Lara, el imputado en autos, ingresó al domicilio de su cónyuge, Ximena Leyton. 
Una vez en el interior de la casa, y valiéndose de fuerza e intimidación, violó a su 
cónyuge. 
Interesante es el argumento esgrimido por el Ministerio Público, el cual citamos 
al efecto: 
“Más allá de toda duda razonable, nos encontramos frente a un delito de violación 
ocurrida entre cónyuges, que afectó la libertad sexual, componente de la libertad personal de la 
víctima, que el acusado vulneró la inviolabilidad de su hogar, su libertad física y psíquica.”61 
Los componentes citados por el órgano persecutor son interesantes, dado que 
establecen una base teórica, en cuanto a los bienes jurídicos que se afectan a raíz de la 
comisión de este delito.  
Por su parte, la defensa alegó aceptación tácita, argucia cuestionable, si 
consideramos la presencia de mordazas y amenazas de muerte hacia la víctima. 
Nuevamente, prima el contexto sicológico, en cuanto a las pruebas rendidas para 
acreditar la existencia de daños ocasionados a la mujer que ha sufrido un ataque sexual. 
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En este orden, cabe destacar el informe pericial expedido por Sandra Montoya, 
Psicóloga forense del Servicio Médico Legal:  
“Disminución de varias capacidades que puede presentarse por estrés y otros cuadros, 
(…) su capacidad de abstracción se encuentra interferida con carga afectiva, su capacidad de 
responder frente a estímulos también se encuentra levemente disminuida, su interpretación de la 
realidad posee una carga emocional paranoica que significa un temor a ser agredida por otros; su 
control de impulsos (…) crea vínculos dependientes de otros (…) presentando conductas 
pasivas o de sometimiento, además de mecanismos de represión de sentimientos intolerables”62 
Para formar un mejor espectro de la situación, interesante es analizar el peritaje 
psiquiátrico realizado a René Lara, el ofensor, por Graciela Quilambaqui Jara, Médico 
psiquiatra forense del Servicio Médico Legal: 
“Sabe lo que es bueno y lo que es malo, posee una tendencia a culpar a otros de sus 
problemas disminuyendo la responsabilidad propia, además de una capacidad de autocrítica 
disminuida. No muestra un crecimiento y distanciamiento del padre, posee problemas para 
independizarse, todo lo cual no importa un descontrol de impulsos, no posee patologías ni 
trastornos de personalidad.”63 
Las citas anteriores confirman la importancia de los análisis periciales a la hora 
de determinar, entre otras cosas, la imputabilidad del ofensor, el estado en que quedó la 
víctima, a efectos de fijar la necesidad de ayuda profesional para ella y su familia.  
En cuanto a la fórmula que nos entrega el artículo 13 del Código Penal nacional, 
el Tribunal manifiesta consideraciones que nos parecen adecuadas, en atención a la 
calidad de separados de los intervinientes, situación acertadamente tratada en el fallo que 
estudiamos:  
“En cuanto a la norma contemplada por el Art. 13 (…) de acuerdo a la naturaleza y 
accidentes del delito, estimamos que no calificaremos el vínculo matrimonial existente entre 
ambos como circunstancia agravante, dada la especial forma de relacionarse entre ambos.”64 











Sobre la pena aplicada en este caso, también hay diferencias con la sentencia 
mencionada anteriormente. Conviene un criterio casuístico en casos de separación de 
hecho, pues no sería extraño suponer la existencia de fenómenos de concurrencia de 
Síndrome de Dependencia en su faz emocional o afectiva. Al efecto, se condena a René 
Lara a tres años de presidio más penas accesorias. 
   
1.3 Sobre la condena aplicada. 
a. En cuanto a la prueba. Importancia de peritajes psicológicos. 
 Los fallos recientemente estudiados en este trabajo nos han dado cuenta de la 
relevancia de las pericias psicológicas. Para tal efecto, enumeramos las situaciones 
afectadas de una u otra forma por la preeminencia de los peritajes psicológicos: 
 - Generalmente, a la concurrencia de esta clase de delitos no se sigue 
inmediatamente una denuncia, las razones de esta conducta son variadas: tolerancia, por 
parte de la mujer que ha sido víctima de este delito, de la permanente realización de 
actos sexuales forzados; el hecho de que el ofensor es, simultáneamente, el sustento 
económico de la familia, por lo que las consecuencias de una denuncia y, eventual 
proceso en su contra pueden ser, desde la economía de la familia, nefastas; por citar 
algunas razones. Sin embargo, hay ocasiones en las que se logra denunciar a tiempo este 
delito, situación en la que procede la realización de peritajes físicos a la víctima, los que 
revelarán la existencia de indicios propios de una violación. 
 - Desde la óptica de la víctima, el modo más certero de verificar la necesidad de 
ayuda profesional es mediante la práctica de pericias psicológicas. Por lo demás, en 
sentido contrario, este tipo de estudios es el más certero para determinar la existencia 
real del delito, de tal modo de evitar denuncias infundadas en contra del marido.  
 - Finalmente, cabe destacar la importancia de estudios periciales realizados al 
ofensor. Sobre el mismo, necesario es notar la baja relevancia, en este caso, de indicios 
físicos en el agresor, por cuanto, normalmente actúa bajo una seguridad que el mismo 





cuanto el ofensor sale indemne la mayoría de las ocasiones. Por tanto, la relevancia de 
los peritajes incide en la posibilidad, por parte del marido, de responder penalmente de 
sus actos como, así también, para aproximar la personalidad del marido que comete este 
delito al perfil de un agresor sexual.65 
 
b. Coherencia de la pena aplicada con el daño ocasionado. 
 Consideramos adecuado el período de privación de libertad en torno a este 
delito, dado que se ajusta a los criterios seguidos internacionalmente, con una pena lo 
suficientemente grave como para evitar el surgimiento de mecanismos accesorios de 
cumplimiento de la pena, en los que se prescinde de la privación de libertad. Por su 
parte, la importancia en este caso de las penas accesorias es fundamental, por cuanto 
provoca que, quién resulte declarado culpable por éste delito, según los parámetros 
utilizados por el Tribunal correspondiente, quede privado de acceder a cargos públicos 
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2. EXPERIENCIA COMPARADA 
 
2.1 Estados Unidos 
a. Análisis de la conducta normativa que asumen algunos estados en la comisión 
de este delito  
Hemos seleccionado, según ciertos parámetros a explicar, algunos estados que 
forman parte del país norteamericano, a fin de mostrar el escenario y actitud que 
adoptan los estados al momento de enfrentar este delito. 
 En primer lugar, analizaremos las normas del estado de California, estado que 
nos parece interesante, dado que es el estado con mayor población de los Estados 
Unidos, con una población que supera los 37 millones de personas.66 
 La normativa del estado analizado que nos interesa se encuentra en el Código 
Penal de California, en la Sección 262, citamos al efecto la traducción de la norma:  
“Violación de una persona, que es la esposa del autor, es un acto sexual realizado en alguna de 
las siguientes circunstancias: 
1. Cuando se realiza contra la voluntad de una persona por medio de la fuerza, la violencia, 
coacción, amenaza, miedo o lesiones corporales en la persona o en otro. 
2. Si una persona es impedida de resistirse por cualquier sustancia o anestésico. 
3. Cuando una persona es inconsciente de la naturaleza del acto, y esto es conocido por el 
acusado. En este párrafo, “ser inconsciente de la naturaleza del acto” implica (…): 
a. Encontrarse inconsciente o dormida. 
b. No estar consciente de que el acto ocurrió 
c. No estar consciente de las características esenciales del hecho por fraude del agresor. 
4. Si el hecho se lleva a cabo contra la voluntad de la víctima con la amenaza de represalias en el 
futuro contra la víctima o cualquier otra persona, y hay una posibilidad razonable de que el autor 
ejecutará la amenaza. En este párrafo, "amenazando con tomar represalias" significa una 
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amenaza para secuestrar o falsamente encarcelar o infligir dolor extremo, lesiones corporales 
graves o la muerte. 
5. Cuando el hecho se lleva a cabo contra la víctima con la amenaza de usar la autoridad de un 
funcionario público para encarcelar, detener o deportar a la víctima u otra, y la víctima tiene una 
creencia razonable que el autor es un funcionario público. En este apartado, "funcionario 
público" significa una persona empleada por una agencia gubernamental que tiene la autoridad, 
como parte de esa labor, para encarcelar, arrestar y deportar a otro. El autor no tiene realmente 
que ser un funcionario público.”67 
 La pena asignada a este delito se castiga, en virtud de la letra A de la Sección 264 
del Código punitivo californiano, fluctúa entre tres y ocho años de prisión.68 
 De la exposición de las normas citadas anteriormente, notamos claramente la 
actitud adoptada por el estado de California, en orden a considerar a la violación marital 
como un delito, asemejándolo en sus circunstancias a la figura común del delito de 
violación. 
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bin/displaycode?section=pen&group=00001-01000&file=261-269 [02 de Abril de 2013]. Traducción 
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by a governmental agency who has the authority, as part of that position, to incarcerate, arrest, or deport 
another. The perpetrator does not actually have to be a public official.” 
68 Sección 264 del Código Penal de California, Extraído de 





 En segundo lugar, nos interesa analizar un estado que viene ciertos aspectos a 
constituirse como una antípoda del estado de California. Nos referimos a Connecticut, 
estado pequeño, con baja población69 y situado en el lado este de los Estados Unidos. 
 La regulación del delito que analizamos, respecto de este estado, se encuentra 
ubicada en la Sección 53 del Código Penal de Connecticut, norma difusa y de menor 
exactitud que la norma que hemos analizado respecto del estado de California70. La 
norma de Connecticut solo se refiere al acaecimiento del delito cuando concurre 
coacción, entendiendo este sentido ampliamente, para comprender el fenómeno 
normativo existente en el estado que estudiamos.  
 La realidad normativa de Connecticut en este sentido nos deja que desear desde 
el punto de vista de la concreción y eficacia que debe tener un tipo penal para sancionar 
con penas corporales a quienes cometan esta clase de delitos.  
 Desde el punto de vista de la pena asignada, la gravedad del delito implica que el 
acusado y declarado culpable de este delito estará privado de libertad durante un plazo 
no inferior a uno ni superior a veinte años.71 
 En tercer lugar, nos interesa abordar la situación del estado de Carolina del Sur, 
el cual es uno de los estados que destaca por la claridad normativa a la hora de tomar 
una posición frente a la comisión de este delito. El parámetro anterior ha sido 
determinante a la hora de elegir un estado por sobre otro, dentro de la realidad 
estadounidense, en la que predomina la norma positiva difusa, situación que genera 
problemas de aplicación y eficacia de este delito. 
 La fórmula que utiliza este estado para sancionar la conducta que estudiamos 
está presente en el número 615 del artículo 3 de la Sección 16 del Código de Leyes de 
Carolina del Sur, norma cuya traducción transcribimos a continuación:  
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“La agresión sexual, como se define en la Sección 16-3-651 –fórmula genérica del delito de 
violación-, cuando se lleva a cabo a través del uso de la fuerza, la cual se define como el uso o la 
amenaza de uso de armas o el uso o amenaza de uso de fuerza física o violencia física de 
naturaleza elevada y agravado, por uno de los cónyuges contra el otro cónyuge (…), constituye 
el delito de agresión sexual conyugal y, en caso de condena, la persona debe ser encarcelada no 
más de diez años. La conducta del cónyuge ofensor debe ser reportada a las autoridades 
policiales correspondientes dentro de los treinta días, a fin de que el cónyuge sea procesado por 
este delito.”72 
 En este estado se asume que la violación marital debe ser tratada como un delito, 
y la pena privativa de libertad asignada no puede superar los diez años de prisión.  
 
2.2 México 
a. Estudio de la técnica normativa utilizada por este Estado para enfrentar este 
delito 
La nación mexicana adopta una postura clara, en orden a aceptar la existencia de 
violación en sede conyugal. Sobre el particular, utiliza un tipo penal claro, esto es, a 
diferencia de la mayoría de los estados actualmente, sanciona la conducta descrita y 
asume el hecho de que estamos en presencia de un delito con sujeto calificado, es decir, 
se atiende directamente a la calidad de los intervinientes en este delito. Al efecto citamos 
la norma en la que se sanciona el delito de violación marital, cual es el número dos del 
artículo 274 del Código Penal de México, norma que enumera las circunstancias que 
modifican la concepción genérica del delito de violación: 
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“Si el delito fuere cometido por uno de los cónyuges, (…) además de las sanciones 
previstas en el artículo 273 se impondrán de tres a nueve años de prisión y de treinta a setenta y 
cinco días multa, así como la pérdida de la patria potestad o la tutela en aquellos casos en que la 
ejerciere sobre la víctima;”73 
Para mayor inteligencia de la postura normativa que adopta el Estado de México, 
mencionamos la norma contenida en el artículo 273 del mismo Código:  
“Al que por medio de la violencia física o moral tenga cópula con una persona sin la 
voluntad de ésta, se le impondrán de cinco a quince años de prisión, y de doscientos a dos mil 
días multa. Comete también el delito de violación (…), el que introduzca por vía vaginal o anal 
cualquier parte del cuerpo, objeto o instrumento diferente al miembro viril, por medio de la 
violencia física o moral, sea cual fuere el sexo del ofendido. Se equipara a la violación la cópula o 
introducción por vía vaginal o anal de cualquier parte del cuerpo, objeto o instrumento diferente 
al miembro viril, con persona privada de razón, de sentido o cuando por cualquier enfermedad o 
cualquier otra causa no pudiere resistir o cuando la víctima fuera menor de quince años (…).  
Para los efectos de este artículo, se entiende por cópula la introducción del miembro viril en el 
cuerpo”74 
De la exposición de las normas con las que México sanciona la violación marital, 
se desprenden las siguientes conclusiones: 
- Se asume la posibilidad real de la comisión del delito de violación, cuando esta 
acaece en el contexto del matrimonio, sancionando directamente la norma.  
- En consonancia con la conducta mencionada anteriormente, se entiende que la 
violación conyugal importa una mayor gravedad, en relación con la formula genérica del 
delito de violación, de tal modo que la pena es mayor, al concurrir múltiples fuentes 
desde el punto de vista de la pena asignada.  
- Un elemento adicional y, por lo demás, distinto a la norma general en materia 
de legislación en cuanto a delitos sexuales, en la que se entiende que la violación 
únicamente consiste en el acceso carnal, es el que introduce la legislación mexicana, 
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dado que se aceptan otras modalidades de violación, como, por ejemplo, la introducción 
de otras partes del cuerpo e, incluso, objetos inertes.  
- En cuanto a las penas accesorias, interesante es la fórmula denominada “día 
multa”, sanción prevista en el artículo 29 del Código Penal Federal, norma que se ajusta 
a la realidad económica del ofensor, al atender a los ingresos que este percibe a 
propósito del trabajo que pueda desempeñar: 
“La multa consiste en el pago de una cantidad de dinero al estado (…). El día multa 
equivale a la percepción neta diaria del sentenciado en el momento de consumar el delito, 
tomando en cuenta todos sus ingresos. 
Para los efectos de este código, el límite inferior del día multa será el equivalente al 
salario mínimo diario vigente en el lugar donde se consumó el delito.  
Cada jornada de trabajo saldara un día multa. Si el sentenciado se negare sin causa 
justificada a cubrir el importe de la multa, el estado la exigirá mediante el procedimiento 
económico coactivo. En cualquier tiempo podrá cubrirse el importe de la multa, descontándose 
(…) el tiempo de prisión que el reo hubiere cumplido tratándose de la multa sustitutiva de la 
pena privativa de libertad, caso en el cual la equivalencia será a razón de un día multa por un día 
de prisión”75 
 
2.3. Organización de Naciones Unidas. 
a. Análisis doctrinario. 
La Organización de Naciones Unidas, en tanto ente que representa los intereses 
de la humanidad, establece los caminos que se deben seguir en una cantidad importante 
de ámbitos de la vida en sociedad. Particularmente, en la situación que analizamos en 
este trabajo, hace propia la lucha seguida a favor de la igualdad de género y, 
particularmente en el contexto de los delitos sexuales cometidos en sede marital, se 
manifiesta en contra de la realización de este hecho, calificándolo de delito76. En ese 
                                                          
75
 ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, CÓDIGO PENAL, Artículo 26. Consultado en < 
http://info4.juridicas.unam.mx/ijure/fed/8/30.htm?s=>. [09 de Abril de 2013]  
76
 ORGANIZACIÓN DE NACIONES UNIDAS, CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL, 
COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, “Integración de los derechos humanos de la mujer y la 
perspectiva de género. La violencia contra la mujer”, año 2003, p.14. Consultado en 
<http://www.unhchr.ch/Huridocda/Huridoca.nsf/0/eb34ca65984f9cb3c1256ce00059768b/$FILE/G0





mismo sentido, critica a los estados que mantienen posturas ambiguas o no han 
incorporado este delito en el listado de tipos penales presentes en cada legislación.77. En 
materia internacional se ha avanzado considerablemente en materia de lucha contra la 
violencia sexual, concretando desde el punto de vista legislativo el Estatuto de Roma de 
la Corte Penal Internacional78, en que se sancionan delitos sexuales que se desarrollen 
dentro de la jurisdicción de la Corte, a saber, en virtud del artículo quinto del Estatuto 
mencionado: genocidio, crímenes de lesa humanidad y crímenes de guerra. La aplicación 
práctica de la normativa que crea la Corte la podemos encontrar por primera vez en el 
Tribunal Penal Internacional creados para Ruanda, citamos al efecto una parte del 
dictamen del Tribunal en este sentido: 
“La violación se utiliza para intimidar, degradar, humillar, discriminar, castigar, controlar 
o destruir a una persona. Al igual que la tortura, la violación es un atentado contra la dignidad de 
la persona, y de hecho se constituye en tortura cuando la comete o instiga un agente del estado o 
terceros con su beneplácito o consentimiento. La Sala define la violación como una invasión 
física de carácter sexual cometida contra una persona bajo circunstancias coercitivas”.79 
Consideramos adecuada la postura adoptada por los organismos internacionales 
en orden a condenar esta acción. Esperamos que la evolución de la teoría utilizada en el 
tema que estudiamos se mantenga en el mismo sentido hasta ahora, esto es, considerar 
como delito a la violación, entendiéndola como una de las agresiones sexuales más 
degradantes para el ser humano. La cita anterior no presupone que el victimario sea 
cónyuge de la víctima, por lo que no es improcedente agregar a los conceptos atingentes, 
previamente excluyendo lo relativo al estado de guerra que envuelve a la esencia de la 
conformación del Tribunal, las definiciones entregadas fundamentalmente desde el 
mundo de la Psicología, que nos entregan información relativa al estado temperamental 
que adopta la mujer que ha sido víctima de delitos sexuales. 
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Finalmente, la evolución del combate contra esta clase de delitos debe concluir 
en la lucha a favor de fin de su existencia. A este efecto, citamos fragmentos del Estudio 
del Secretario de Naciones Unidas titulado “Poner fin a la violencia contra la mujer”80: 
“La violencia es una constante en la vida de las mujeres, desde antes de nacer hasta la vejez y 
afecta a todos los sectores tanto público como privado. (… ) La forma más común de violencia 
experimentada por la mujer en todo el mundo es la violencia ejercida por su pareja en la 
intimidad, que a veces culmina en su muerte. (…) La violencia contra la mujer tiene 
consecuencias de largo alcance tanto para ella como para sus hijos y la sociedad en su conjunto. 
La mujer que es objeto de violencia padece muy distintos problemas de salud y disminuye su 
capacidad para obtener ingresos y participar en la vida pública” 
 
 Finalmente, el Estudio nos brinda un escenario sumamente útil a la hora de 
realizar un análisis global de la situación de la violación marital:  
“La violación en el matrimonio puede dar lugar a enjuiciamiento por lo menos en 104 Estados. 
En 32 de ellos se ha tipificado a la violación en el matrimonio como un delito específico, 
mientras que los 74 restantes no exceptúan a la violación en el matrimonio de las disposiciones 
generales sobre la violación. La violación en el matrimonio no constituye delito por lo menos en 
53 Estados. En cuatro Estados sólo se castiga penalmente la violación en el matrimonio cuando 
los cónyuges están separados judicialmente. En cuatro Estados se está considerando la adopción 
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BÚSQUEDA DE SOLUCIONES QUE MITIGUEN LA CONCURRENCIA 
DEL DELITO EN CUESTIÓN 
 
1. VIABILIDAD DE AUMENTAR LA PENA APLICADA EN CHILE PARA ESTE DELITO 
 
1.1 ¿Se daña realmente a la familia? 
La respuesta a la pregunta formulada en este título es compleja, pues depende de 
varios factores, a saber: 
- De la capacidad que tenga la mujer para subsistir prescindiendo del sustento 
económico que brinda el marido. Importará, para estos efectos, el grado de preparación 
que pueda haber alcanzado la mujer, el cual le brindará una mayor independencia que, 
en caso que ser el marido el único medio por el cual la familia percibe ingresos. Este 
punto lo afrontamos con especial énfasis, pues la configuración normativa y social actual 
genera un contexto poco alentador para la mujer, pues la denuncia y posterior 
materialización de esta puede ocasionar un desastre socioeconómico para la mujer, y es 
por eso que opta por tolerar permanentemente las conductas delictuales de su marido.  
- Una situación aún más delicada es aquella en la que el matrimonio tiene hijos. 
Es este escenario, en pos de la búsqueda de un crecimiento armónico de los hijos, 
desarrollo que implica, presuntamente, la presencia de ambos padres; la existencia de 
violaciones cometidas constantemente será en este caso tolerada y la mujer verá reducida 
al mínimo su libertad sexual y, en definitiva, su dignidad en tanto ser humano. 
Nuevamente en este punto cobra importancia el grado de preparación académica que 
tenga la mujer que ha sido sujeto de atentados sexuales, pues su capacidad de mantener, 
por su cuenta, una familia en la que existan hijos, será un elemento que favorecerá la 
posibilidad, por parte de la mujer, de denunciar que su cónyuge la ha forzado a la 





sumado a la consecuente privación de libertad del cónyuge a raíz de la comisión de este 
delito, salvaguarda el derecho de la mujer de la libertad sexual.  
Ahora bien, abordando la pregunta realizada, si entendemos que, por la denuncia 
interpuesta por la mujer, la familia pierde no solo el sustento económico, sino que al 
padre, esto es, se pierde a quién, en ciertos regímenes matrimoniales,  es el 
administrador de los bienes que tenga la familia y, además, cumple una labor formativa 
respecto de los hijos. Con los antecedentes exhibidos, la respuesta es obvia: se daña a la 
familia. No obstante, el daño causado anteriormente por el marido quién no solo abusa 
sexualmente sino que, además, viola a su mujer, en nuestra opinión, es mucho mayor. Al 
efecto, en uno de los fallos que hemos utilizado para entender el sentido que le ha dado 
la jurisprudencia a este hecho típico, la violación se realiza en el dormitorio de la hija del 
matrimonio, estando la menor presente. Frente a ese contexto, nuestra postura debe ser 
cara, en orden a condenar todo tipo de intromisiones, mediante la fuerza, en la vida 
sexual de la mujer por parte de su marido. El enunciado anterior le brinda, 
adicionalmente, fuerza a uno de los postulados principales de este trabajo, cual es, que el 
hecho de que sea el marido de la víctima quién completa forzosamente el coito es aún 
más grave que la fórmula convencional que utiliza nuestra legislación en esta materia.  
1.2 Impacto a nivel social de una eventual modificación legal. 
Consideramos que, en un primer momento, quienes gocen de independencia 
económica podrán denunciar. Luego, con el avance de la sociedad, el cual implica un 
crecimiento del sector de la clase media, y consecuentemente, una mayor cantidad de 
personas con un nivel académico que les permita subsistir por su propios medios, la 
cantidad de denuncias se debería incrementar hasta llegar a un nivel suficiente que pueda 
ser capaz de lograr un cambio en la sociedad que implique una relectura de los deberes 
que deben cumplirse a ultranza y de aquellos que dependen de la voluntad libre y 
espontánea de ambos miembros de una pareja. Entendemos que hay grupos 
socioeconómicos que necesitan de impulsos estatales adicionales, los cuales se pueden 
expresar en estímulos económicos, con la visión a corto plazo que esa política implica, o 
bien, fortalecer el sistema educacional a fin de privar cada vez a menos personas de la 





2. FIN ÚLTIMO: POTENCIAR AL MATRIMONIO COMO BASE DE LA FAMILIA, Y A ESTA,  
COMO BASE DE LA SOCIEDAD, EN CONCORDANCIA CON EL TEXTO 
CONSTITUCIONAL. 
 
2.1 Protección relativa a las uniones de hecho en relación al delito estudiado 
Sobre el particular, pensamos que el método actual de sanciones que establece 
nuestro ordenamiento jurídico pugna con nuestras proposiciones, por las siguientes 
razones: 
- Actualmente en nuestra legislación no se sanciona directamente a la 
violación marital. Más bien, se establecen reglas procedimentales en orden a 
dar una salida rápida o un procedimiento simplificado, que buscan dejar sin 
pena alguna al hecho cometido por el hombre. 
- Teniendo en cuenta la razón anterior, mal puede legislarse a favor de tipificar 
delitos sexuales en uniones de personas desformalizadas, quedando 
desamparado, en este tópico en particular, un sector de la sociedad, el cual 
consideramos creciente, compuesto por las parejas que forman vida en 
común cuya base no es matrimonial. 
- Por lo demás, la sociedad evoluciona, desde este punto de vista, hacia la 
existencia mayoritaria de parejas no unidas por vínculo matrimonial. Por lo 
tanto, nuestras propuestas deben ser extendidas hacia la nueva concepción 
de familia, en la cual el matrimonio tiene una relevancia cada vez menor. 
Finalmente, la inestabilidad propia de una relación entre personas que no han 
contraído matrimonio, deja a la mujer, al enfrentarse a escenarios de concurrencia del 
delito analizado, la posibilidad de iniciar el proceso penal y, a su vez, concluir esa etapa 
de su vida para dar paso a nuevos tiempos donde el respeto, el auxilio y la protección 
primen por sobre otros deberes que consideramos secundarios. En definitiva, se trata de 
que una relación entre dos personas se articule sobre la base de los deberes antes 
enunciados, y luego, con el presupuesto de su observancia permanente, generar un clima 







El desarrollo de nuestra hipótesis nos guía forzosamente por la senda de los 
cambios sucesivos, permanentes y profundos, los cuales proponemos en la siguiente 
manera:  
Formas clásicas de concebir a la relación sexual en el  matrimonio deben quedar 
superadas, en atención a la preeminencia que, consideramos, debe tener la voluntad de 
ambos en la realización del acto carnal. Consideramos que el análisis realizado refuerza 
la tesis, hoy asumida plenamente en doctrina, de la obsolescencia de nuestro sistema 
punitivo.  
La frase anterior es, a su vez, un argumento a favor de quienes propugnan la 
modernización de nuestro catálogo de penas. Al efecto, desde un punto de vista global, 
en este momento, a lo menos, en 38 países del mundo forzar a la mujer a la realización 
del acto carnal está permitido82, lo cual pugna profundamente con los principios que 
pensamos, deben imperar en la sociedad actual. 
En concordancia con nuestros postulados, asoma como necesaria una reforma al 
sistema punitivo nacional. La experiencia comparada nos revela que este hecho reviste la 
gravedad requerida para ser penado por la ley de forma distinta y, atendiendo a la 
presencia de sujetos calificados, esto es, un hombre y una mujer unidos por vínculo de 
matrimonio. Existen variados métodos de inserción de nuestra propuesta en el 
ordenamiento positivo chileno: mediante adición de nuevos tipos penales, o bien, 
considerando que la situación de que sea el propio marido quien atente sexualmente 
contra su mujer pueda ser una circunstancia modificatoria de la responsabilidad penal. 
Pensamos al efecto, que es insuficiente la solución que nos brinda el artículo trece de 
nuestro Código Penal:  
“Es circunstancia atenuante o agravante, según la naturaleza y accidentes del delito: Ser 
el agraviado cónyuge, pariente legítimo por consanguinidad o afinidad en toda la línea recta y en 
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la colateral hasta el segundo grado inclusive, padre o hijo natural o ilegítimo reconocido del 
ofensor.”83 
La insuficiencia está determinada por la importante labor que tiene el criterio 
jurisprudencial en este caso. No dudamos de la aptitud judicial para resolver 
controversias, sino, consideramos que la gravedad del asunto del que nos hacemos cargo 
exige una toma de posición carente de ambigüedades. Para nosotros no es discutible si 
es o no más grave la violación marital que su par genérico, asumimos que es más grave 
y, por tanto, no puede quedar al arbitrio jurisprudencial su procedencia o improcedencia 
como circunstancia modificatoria de la responsabilidad penal. 
Así también, consideramos que el éxito de una denuncia, en cuanto a las formas 
de probar la realización de hechos típicos, y la subsecuente pena corporal aplicada a 
quien comete el delito, depende fundamentalmente del perfeccionamiento de técnicas 
periciales que estudien psicológicamente tanto a la víctima como al agresor. La prueba 
pericial cumple múltiples finalidades: por una parte, se logran establecer nuevos 
patrones comunes en la conducta de aquellos cónyuges involucrados en esta situación; 
como así también, se evita que prosperen acusaciones infundadas, generando eficacia 
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